TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

 SALA CIVIL-FAMILIA

     
Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

     
Pereira, veintiuno de octubre de dos mil nueve.

     
Expediente No. 66001-31-10-004-2008-00891-01

 
Acta No. 552 del 21 de octubre de 2009.

En la fecha y siendo las once de la mañana, día y hora programados para celebrar la audiencia pública de que trata el inciso 3º del artículo 434 del Código de Procedimiento Civil, en este proceso verbal de privación de la patria potestad  instaurado por Luz Marina Marín Ramírez y Bernardo Duque Ríos contra los señores Claudia Patricia Duque Marín y Fredy Alberto Montero Carvajal, los Magistrados  Claudia María Arcila Ríos, Gonzalo Flórez Moreno y Jaime Alberto Saraza Naranjo, quienes  integran la Sala  Civil-Familia de la Corporación, en asocio  de su secretaria, declaran abierto el acto.

Se tiene por superada la etapa de alegatos, ya que ninguna de las partes se presentó a formularlos. 

Procede la Sala a dictar la sentencia respectiva, teniendo en cuenta que el proyecto de fallo ha sido previamente discutido y aprobado, según el acta antes citada.

ANTECEDENTES

Con la acción propuesta pretenden los demandantes se prive a los señores Fredy Antonio Montero Carvajal y Claudia Patricia Duque Marín de ejercer la patria potestad sobre el  menor Juan Felipe Montero Duque; se les otorgue a ellos la representación del citado menor; se ordene inscribir la sentencia ante el competente funcionario del estado civil y se condene en costas a los demandados.

Para fundamentar esas pretensiones se expresó que el citado niño, quien nació el 20 de agosto de 1998, es  hijo de los demandados; el padre lo reconoció como tal, pero nunca se ha interesado por brindarle apoyo económico ni afectivo; la madre  vivió con él, en casa de sus progenitores, hasta el año 2000 cuando abandonó el hogar y desde entonces no volvió a interesarse por él; éste ha permanecido al lado de sus abuelos maternos, quienes se han ocupado de brindarle lo necesario para que alcance un desarrollo integral. Se expresó además que se desconoce el domicilio de los demandados, así como la existencia de parientes por línea paterna del menor Juan Felipe.

La demanda se admitió por auto del 20 de enero de 2009, de la misma se ordenó correr traslado a los demandados por el término de diez días, para lo cual se ordenó emplazarlos en los términos del artículo 318 del Código de Procedimiento Civil y citar a la Defensora de Familia, funcionaria que  notificada de esa providencia, no se pronunció.

Surtido el emplazamiento sin que alguno de los demandados hubiese comparecido al proceso, se designó el curador ad-litem que los ha representado.  El auxiliar de la justicia, en su respuesta oportuna al libelo, manifestó no oponerse a las pretensiones de la demanda, “según lo que resulte probado en desarrollo del proceso”.

Posteriormente se citó a las partes para realizar la audiencia que desarrolla el artículo 432 del Código de Procedimiento Civil, acto en el que decretadas y practicadas las pruebas solicitadas, se ordenó y perfeccionó el emplazamiento de los parientes por línea paterna del menor en cuyo interés se actúa, sin que alguno hubiera comparecido.

Luego se escucharon los alegatos de las partes y se puso término a la  instancia con  sentencia del 24 de agosto último, en la que accedió a las súplicas de la demanda, providencia que se ordenó consultar con esta Sala porque resultó adversa a quienes estuvieron representados por curador ad-litem, grado de jurisdicción que ahora se decide previas las siguientes,

CONSIDERACIONES

Los presupuestos procesales para dictar sentencia de mérito se encuentran reunidos y no se observa causal alguna de nulidad que pueda invalidar lo actuado.

Las partes están legitimadas en la causa. Los demandantes en su calidad de abuelos por línea materna del menor Juan Felipe Montero Duque, según la autorización conferida por el último inciso del artículo 315 del Código Civil, modificado por el 45 del Decreto 2820 de 1974, y los demandados en su calidad de padres del citado menor y titulares de la patria potestad,  todo lo cual se acreditó en el proceso con los siguientes documentos:

.- Copia auténtica del registro civil de matrimonio que contrajeron los señores Bernardo Duque Ríos y Luz Marina Marín Ramírez, el 14 de septiembre de 1993, acto inscrito en la Notaría Segunda de Manizales. (folio 5, cuaderno No. 1).

- Copia auténtica del registro civil de nacimiento de Claudia Patricia Duque Marín, expedido por la Notaría Cuarta de Pereira, documento en el que se expresa que el hecho acaeció el 26 de febrero de 1979 y que la  inscrita es hija de Luz Marina Marín Ramírez y Bernardo Duque Ríos. (folio 3, cuaderno No. 1).

- Copia auténtica del registro civil de nacimiento de Juan Felipe Montero Duque, expedido por la Notaría Sexta del Círculo de Pereira, en el que se indica que el hecho ocurrió el 20 de agosto de 1998 y que el inscrito es  hijo de Claudia Patricia Duque Marín y Fredy Antonio Montero Carvajal, éste suscribió el acta respectiva y reconoció al citado niño como su hijo extramatrimonial. (folio 4, cuderno No. 1).

El artículo 288 del Código Civil, modificado por el 19 de la Ley 75 de 1968, define la hoy denominada potestad parental como el conjunto de derechos que la ley les reconoce a los padres sobre sus hijos no emancipados, para facilitarles el cumplimiento de los deberes que su calidad les impone.

Las obligaciones de los padres frente a sus hijos menores están señaladas en el Libro 1º,  Título XI del Código Civil, con las reformas incluidas en el Decreto 2820 de 1974  y se reducen fundamentalmente a  atender su cuidado personal, dirigir su formación moral e intelectual y colaborar conjuntamente en su crianza, sustentación y establecimiento. 

El padre que desentiende esos deberes no es digno de conservar los derechos que envuelve la potestad parental y la sanción que en tal caso instituyó el legislador, es el de privarlo de su ejercicio.

A instancias de los demandantes, con el fin de acreditar los hechos en que sustentan sus pretensiones, se escuchó en declaración a Gloria Patricia Ramírez Ramírez, quien dio cuenta del incumplimiento por parte de los demandados de sus deberes de padres frente al menor Juan Felipe. Explicó que a Fredy Antonio no lo conoce y que Claudia Patricia abandonó al pequeño cuando contaba con apenas dos años de edad; además, que éste siempre ha vivido al lado de sus abuelos maternos, quienes en forma exclusiva se ocupan de su cuidado personal y de su sostenimiento económico, porque de sus progenitores no se volvieron a tener noticias. Tales hechos los ha podido percibir de manera personal porque trabajó durante trece años y hasta hace cinco en el sitio donde reside el menor, el que aún visita con frecuencia.

Sus expresiones resultaron claras, completas y responsivas y por ende, dignas de credibilidad.

Por  otra  parte,  la   incomparecencia   de   los   demandados  al  proceso  permite  deducir  un  indicio  reafirmativo  de la  negativa  conducta  de  que  se  les  acusa.

El análisis en conjunto del material probatorio recaudado autoriza concluir sin duda alguna, como lo hizo el a-quo, que se ha configurado el  abandono del menor Juan Felipe Montero Duque por parte de sus progenitores. Tal situación está prevista en el numeral 2º del artículo 315 del Código Civil como causal que habilita la extinción del ejercicio de la potestad  parental como sanción para los culpables.

Fueron entonces  acertadas las determinaciones que al respecto  se adoptaron en el fallo objeto de consulta. También lo fueron las relativas a la guarda del citado menor, otorgada a sus abuelos maternos, ya que además son los primeros llamados a ejercerla de acuerdo con el artículo 457 del Código Civil y han sido ellos los  encargados de  cuidarlo y atenderlo desde cuando sus progenitores decidieron abandonarlo.

Se confirmará entonces el fallo proferido, sin necesidad de más consideraciones.

En este grado de jurisdicción no hay lugar a condenar en costas.

Por lo expuesto, el Tribunal Superior de Pereira, Sala Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE :

CONFIRMAR la sentencia proferida el 24 de agosto de 2009 por el Juzgado Cuarto de Familia de Pereira, en el proceso verbal de privación de la patria potestad interpuesto por Bernardo Duque Ríos y Luz Marina Marín Ramírez contra Fredy Antonio Montero Carvajal y Claudia Patricia Duque Marín.

Sin costas.

Decisión notificada en estrados (artículo 325 del Código de Procedimiento Civil)

No siendo otro el objeto de este acto se termina y firma por quienes en él intervinieron.

Los Magistrados,





CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS






GONZALO FLÓREZ MORENO





JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

La Secretaria,





MARÍA CLEMENCIA CORREA MARTÍNEZ.          





